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qA  mis  queridos  padres 

Qbon    Tonbio    S.    JSanllas 

y 

Qboña    ^(^rcc¡oña    P.    de    Manilas. 


oJl  mi  primo  el  Señor  Licenciado 

Qbon    Francisco    Jr  ajar  do. 


dionovabk  ^unta  ®trcctir>a, 

Señores: 

La  «Organización  del  Poder  Judicial»  es  el  punto  de  tesis  con 
que  molestaré  vuestra  atención,  y  que  procuraré  desarrollar  conforme 
mis  escasos  conocimientos  me  lo  permitan. 

«Apenas  los  hombres  se  reunieron  en  sociedad  hubieron  de  cono- 
cer lo  útil,  lo  necesario,  lo  indispensable  de  la  justicia.  Sin  ella  no  es 
posible  el  gobierno  de  la  sociedad.  Si  no  tengo  seguridad  de  que 
mi  vida,  mi  propiedad  y  mi  libertad  están  aseguradas  vivo  entre  los 
hombres  peor  que  entre  una  manada  de  fieras.»  (D 

El  Poder  Legislativo  cumple  su  misión  formulando  como  regla 
práctica  el  precepto  jurídico,  de  acuerdo  con  los  dictados  de  la  razón 
y  en  armonía  con  las  necesidades  de  la  época;  pero  la  vida  no  es  más 
que  una  sucesión  de  hechos  diversos  y  variables  que  forman  contraste 
con  la  unidad  y  permanencia  de  la  ley.  De  la  necesidad  de  poner  en 
relación  el  principio  con  el  hecho,  la  regla  general  con  los  casos  deter- 
minados á  que  se  refiere,  surge  la  noción  del  Poder  Judicial. 

Ambos  definen  el  derecho;  pero  este  último  solo  para  los  casos 
concretos  y  teniendo  presente  la  ley  previamente  establecida. 

Incuestionable  es  la  importancia  del  Poder  Judicial,  «es  á  todos 
los  derechos  civiles  y  políticos  lo  que  el  sol  á  sus  planetas,  centro  de 
atracción,  luz  que  los  ilumina  y  calor  que  los  alienta.»  Sin  él  no  se 
concibe  la  existencia  de  esos  sagrados  derechos,  por  ser  quien  los 
garantiza  y  defiende  con  sus  alas  protectoras. 

Los  Tribunales  de  Justicia,  son  como  una  valla  formidable  donde 
escollan  los  abusos  contra  el  derecho  y  va  á  morir  el  oleaje  de  los 
intereses  mezquinos  y  egoístas. 

Sin  la  justicia  no  se  concibe  la  hbertad. 

El  Poder  Judicial,  como  los  demás  poderes  se  ejerce  por  medio 
de  órganos  que  representan  al  estado  nacional. 

Son  tribunales  compuestos  de  Jueces  ó  Magistrados  y  pueden 
ser  unipersonales  ó  colegiados. 


(1)  Labaulaye. 
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Bentham,  sostuvo  la  teoría  del  Juez  único;  porque  siendo  mayor 
la  responsabilidad  son  más  asiduos  en  el  desempeño  de  sus  delicadas 
funciones  con  honradez  é  inteligencia,  agregando  que  es  más  eco- 
nómico para  el  tesoro,  de  más  provecho  para  el  funcionario  y  ofrece 
menos  dificultad  para  la  designación  por  recaer  en  menos  número  de 
personas. 

Opinan  otros  por  la  conveniencia  del  Tribunal  colegiado,  porque 
el  concurso  de  varias  personas  aumentan  las  probabilidades  de  acierto; 
dificulta  la  seducción,  evita  mejor  la  arbitrariedad,  y  en  consecuencia 
la  resolución  tiene  que  ser  más  acertada. 

Este  último  sistema  es  el  que  está  de  acuerdo  con  los  principios 
de  la  ciencia,  ofrece  más  garantías  en  la  aplicación  de  la  justicia  y  las 
legislaciones  modernas,  por  regla  general,  adoptando  un  término 
medio,  encomiendan  la  primera  instancia  á  un  Juez  único  y  la  segun- 
da á  un  Tribunal  colegiado. 

Pero  ya  impere  un  sistema  ú  otro,  ya  sea  esta  ó  aquella  la  estruc- 
tura de  su  organismo,  los  ciudadanos  toman  participación  directa  en 
el  ejercicio  de  este  poder,  como  parte  activa  por  la  acción  criminal 
que  es  pública,  como  testigos  en  sus  declaraciones,  dando  auxilio  en 
la  persecución  de  los  delincuentes,  en  la  pesquisa  del  delito,  criticando 
la  doctrina  establecida  por  los  Tribunales  al  aplicar  la  ley  y  formando 
parte  del  jurado. 

Varios  son  los  sistemas  que  se  han  propuesto  para  la  designación 
de  los  funcionarios  que  deben  ejercer  el  Poder  Judicial.  En  primer 
lugar  tenemos  el  que  atribuye  directamente  la  elección  al  pueblo,  sin 
exigir  condiciones  ni  requisitos  de  ninguna  naturaleza.  Este  sistema 
tiene  el  inconveniente  gravísimo  de  que  la  pasión  ó  el  capricho  serán 
los  móviles  de  la  designación,  se  sustituye  la  arbitrariedad  de  uno  á 
la  de  muchos. 

Es  bien  marcada  la  diferencia  que  hay  entre  designar  legisla- 
dores y  nombrar  jueces:  es  de  naturaleza  muy  distinta  la  aptitud  de 
estos  funcionarios;  necesitan  saber  la  ciencia  del  derecho  positivo. 
Para  ser  juez  se  requiere  tener  conocimientos  especiales  que  no  son 
del  dominio  de  la  generalidad.  La  Historia  nos  lo  demuestra  fácil- 
mente, durante  la  Revolución  Francesa  supo  el  pueblo  elegir  legisla- 
dores que  asombraron  al  mundo  con  el  eco  atronador  de  su  palabra, 
pero  escolló  en  la  designación  de  sus  jueces. 

Otros  opinan  que  el  nombramiento  de  los  funcionarios  del  Depar- 
tamento Judiciario  debe  hacerse  por  el  Poder  Legislativo  evitando 
así  el  inconveniente  de  la  elección  directa  y  por  reunir  los  electores 


capacidad  para  hacer  la  designación.  Pero  ¿cómo  es  posible,  de  este 
modo,  la  independencia  del  Poder  Judicial  ?  El  Congreso  es  cuerpo 
del  carácter  político  y  el  Poder  Judicial  debe  estar  alejado  completa- 
mente de  ese  campo. 

Si  no  son  admisibles  los  sistemas  apuntados,  mucho  menos  puede 
ser  el  que  da  al  Poder  Ejecutivo  la  facultad  para  hacer  ese  nombra- 
miento ya  directamente  ó  á  propuesta  de  Altos  Cuerpos  del  Estado. 
Vana  ilusión  sería  entonces  la  independencia  de  los  Poderes  Públicos. 

Otros  escritores,  en  vista  de  la  dificultad  que  se  observa  para  el 
nombramiento  de  los  jueces,  creen  que  debe  facultarse  á  los  mismos 
interesados  para  hacer  la  elección;  pero  esto  es  únicamente  aplicable 
á  los  juicios  de  arbitros  y  amigables  componedores  y  no  á  los  Tribu- 
nales oficiales  que  están,  no  para  transigir  como  aquellos,  sino  para 
aplicar  la  ley.  Las  cuestiones  no  siempre  se  resuelven  por  arbitraje 
y  mucho  menos  las  criminales.  Esto,  supuesto  que  obraran  con  en- 
tera imparcialidad  sin  fijarse  en  los  intereses  de  quien  los   nombrase. 

Parecido  á  éste  es  el  sistema  que  indica  Pinheiro  Ferreira,  que 
dice  que  los  nombramientos  de  los  jueces  deben  hacerse  por  los  abo- 
gados, por  reunir  éstos  capacidad  para  la  elección.  Pero  se  pre- 
sentan entonces  las  cuestiones  de  compañerismo  y  las  rivalidades 
propias  de  los  que  ejercen  la  misma  profesión. 

Tenemos  por  último  el  sistema  de  la  oposición,  que  á  la  ventaja 
de  la  capacidad  intelectual  une  la  de  reemplazar  el  favoritismo  por  el 
mérito,  desapareciendo,  así  los  recelos  de  la  parcialidad.  Pero  los 
jueces  deben  reunir  á  la  capacidad  intelectual  ciertas  condiciones  de 
moralidad  que  no  es  posible  comprobarlas  por  medio  de  la  oposición. 

Muy  bien  puede  ser  un  juez  sabio  y  práctico  en  la  aplicación  de 
la  ley,  considerémosle  dotado  de  un  carácter  que  no  pueden  corrom- 
per ni  los  seductores  halagos  de  la  riqueza  ni  de  la  ambición;  pero 
también  puede  ser  vicioso  y  por  la  necesidad  de  satisfacer  un  vicio 
tuerce  el  camino  de  la  justicia,  y  si  á  esto  se  agrega  que  no  todos  ya 
por  una  ú  otra  circunstancia  toman  parte  en  la  oposición,  tenemos 
que  convenir  en  que  dicho  sistema  no  llena  todos  los  requisitos  inchs- 
pensables  para  el  acertado  nombramiento  de  los  jueces. 

Respecto  de  la  inamovilidad  de  los  jueces,  dice  Mailfer,  que  la 
certeza  de  conservar  su  cargo  inspira  al  magistrado  la  resolución  de 
ser  siempre  digno  y  le  reviste  de  esa  imparcialidad  tranquila  y  reflexi- 
va que  honra  al  cuerpo  á  que  pertenece;  la  práctica  prolongada  del 
arte  de  juzgar,  uniéndose  á  los  conocimientos  especiales  que   propor- 
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ciona  un  estudio  asiduo,  hacen  del  viejo  magistrado  el  verdadero  tipo 
de  la  sabiduría  y  de  la  probidad,  tipo  que  la  amovilidad   no  produce. 

Si  los  encargados  de  administrar  la  justicia  tienen  la  seguridad 
de  conservar  sus  puestos,  ésta,  por  consecuencia,  tiene  que  ser  libre, 
completa  é  imparcial. 

«Enhorabuena  que  repugnen  al  espíritu  de  la  democracia  aque- 
llos cargos  vitalicios  cuya  autoridad  fortificada  por  el  tiempo  y  por  la 
seguridad  de  la  posesión,  puede  engendrar  sospechas  de  tiranía  en  el 
ánimo  de  los  ciudadanos;  pero  la  justicia  aunque  tuviere  voluntad 
carecería  de  fuerza  para  llevar  á  cabo  un  mal  pensamiento.  No  es  el 
hombre  quien  la  administra,  sino  el  cuerpo  de  Magistrados  que  unos 
á  otros  se  fiscalizan.  No  dispone  de  gente  armada  ni  su  voz  infunde 
respeto,  sino  cuando  habla  en  nombre  de  la  ley. 

«  En  medio  de  la  movilidad  continua  de  las  instituciones  hispa- 
no-americanas,  la  inamovilidad  de  los  Magistrados  sería  una  prenda 
inestimable  en  la  próspera  y  adversa  fortuna.» 

Entre  los  principales  autores  que  combaten  la  inamovilidad  judi- 
cial se  encuentra  Meunier,  que  afirma,  que  si  es  verdad  que  los  jue- 
ces siendo  inamovibles,  no  pueden  descender,  no  es  menos  cierto 
también  que  fácilmente  consiguen  el  ascenso,  con  sólo  que  no  estor- 
ben en  nada  al  Poder  Ejecutivo  y  simpaticen  con  él.  La  inamovili- 
dad, dice  Vaulabelle,  no  consigue  destruir  la  ambición,  el  espíritu  de 
intriga  y  el  deseo  de  aumentar  el  sueldo.  Comte  sostiene  que  la  cons- 
tante administración  de  la  justicia  depende  solamente  del  modo  como 
se  verifica  el  nombramiento  de  los  jueces  y  que  la  inamovilidad  no 
ofrece  ninguna  dificultad,  al  contrario,  se  presta  con  mucha  frecuen- 
cia para  la  permanencia  de  la  ineptitud,  la  venalidad  ó  el  fanatismo. 

Stuar  Mili  dice:  la  inamovilidad  es  un  mal  y  Fazi  agrega  que  es 
la  causa  por  la  que  el  público  tiene  que  sufrir  los  defectos  de  incapa- 
cidad ó  parcialidad  de  un  mal  juez  y  que  únicamente  puede  ser  una 
garantía  para  los  gobiernos  monárquicos  que  tienen  facultad  para 
proveer  los  cargos  judiciales. 

Todas  estas  objeciones,  no  tienen  razón  de  ser,  carecen  en  abso- 
luto de  fundamento  porque  descansan  en  un  concepto  erróneo  de  la 
inamovilidad,  que  no  consiste  únicamente  en  impedir  las  destituciones 
arbitrarias,  no  es  solamente  un  freno  contra  los  avances  de  la  tiranía, 
su  objeto  es  también  prohibir  los  ascensos  y  cambios  ó  traslaciones 
sin  cumplir  con  los  requisitos  que  marcan  las  leyes  y  sin  más  mira 
que  mejorar  la  condición  de  los  favorecidos  por  el  gobernante. 
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La  ineptitud,  la  ignorancia  ó  el  abuso  no  pueden  admitirse  como 
argumentos  ya  que  estos  defectos  no  se  conciben  con  ía  verdadera 
responsabilidad  que  es  inseparable  de  la  inamovilidad  y  una  verda- 
'  dera  garantía  contra  los  defectos  señalados.  Ahora  cuando  estas  con- 
diciones no  se  cumplan,  cuando  no  se  exijan  estos  requisitos,  enton- 
ces sí  pueden  tener  raz(3n  sus  impugnadores. 

II 

Refiriéndome,  á  nuestro  Poder  Judicial,  veamos  cuáles  son  las 
principales  disposiciones  de  la  Constitución  de  la  República  que  aten- 
tan  contra  la  vida  é  independencia  de  aquél. 

El  artículo  52  inciso  g?.  de  nuestra  Ley  Constitutiva  dice:  «corres- 
ponde al  Poder  Legislativo  hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presi- 
dente, Magistrados  y  Fiscales  de  los  Tribunales  de  Justicia,  cuya 
elección  será  popular,  directa  y  proclamar  popularmente  electos  á  los 
ciudadanos  que  hubieren  obtenido  mayoría  relativa  de  votos»;  el  inciso 
10?.  agrega':  que  igualmente  corresponde  al  Poder  Legislativo:  «admi- 
tir ó  nó  la  renuncia  que  haga  el  Presidente,  Magistrados  y  Fiscales 
de  los  Tribunales  de  Justicia,  y  designar  las  personas  que  deban 
subrogarlos  para  completar  el  período  constitucional,  por  admisión  de 
renuncia  ó  falta  absoluta  de  alguno  de  dichos  funcionarios.»  Es 
decir,  que  la  elección  de  los  Magistrados  es  popular  y  directa. 

Al  hacer  el  análisis  de  estas  disposiciones  prescindiré  completa- 
mente del  hecho.  Doy  por  sentado  que  el  sufragio  es  libre,  que  tene- 
mos partidos  políticos  perfectamente  bien  organizados  á  donde  llegan 
afiliarse  los  ciudadanos  con  noción  completa  de  sus  derechos  y  por 
consiguiente  con  conocimiento  de  lo  que  van  á  hacer,  que  no  es  la 
fuerza  de  las  armas,  sino  la  voluntad  del  pueblo  la  que  triunfa  en  las 
luchas  electorales.  Esto  supuesto  ¿será  filosófico,  siquiera  prudente 
dejar  el  nombramiento  de  los  jueces  en  manos  del  sufragio  universal? 
Indudablemente  que  no.  No  es  posible  concebir  de  ese  modo  que  los 
órganos  del  Departamento  Judiciario  prescindan,  al  impartir  la  jus- 
ticia, de  los  compromisos  que  contraen  con  sus  electores,  puesto  que 
á  ellos  les  deben  el  elevado  puesto  que  ocupan.  Por  sabios  y  hon- 
rados que  sean,  jamás  serán  imparciales  en  el  desempeño  de  sus  deli- 
cadas funciones. 

Es  muy  diverso  el  espíritu  que  encarna  en  la  institución  que,  en 
la  tierraj  representa  la  justicia,  de  la  encarnación  que  vive  en  el  poder 
político. 
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El  primero  es  en  donde,  como  en  el  templo,  depositamos  nues- 
tra aspiración  permanente  al  infinito,  respiramos  ambiente  puro  y 
encontramos  la  senda  libre  de  estropiezos  que  nos  acerque  al  prin- 
cipio absoluto.  En  la  política,  la  duda,  el  oportunismo,  una  lucha 
sin  tregua  entre  las  purezas  del  ideal  y  las  impurezas  de  la  realidad. 
«Cuando,  por  desgracia  ocurre,  política  y  justicia  se  aproximan  ó 
coinciden  en  funesto  y  tormentoso  maridaje,  si  algún  bien  podemos 
esperar  de  conjunción  tan  desdichada,  nos  la  traerá  solamente  el 
provechoso  consejo  de  una  saludable  templanza,  y,  cuando  á  la  tem- 
planza se  encomiende  contener  ó  ensanchar  la  acción  de  la  justicia, 
siempre  bullen  y  se  agitan,  con  varia  fortuna,  en  las  inseguras  lindes 
de  esa  esfera,  no  solo  las  imprudencias  más  ó  menos  temerarias,  sino 
las  inmoralidades  y  los  delitos,  más  ó  menos  repugnantes,  talvez  al 
amparo  del  nombre  prestigioso  de  una  corporación,  quizá  escudados 
con  la  gratitud  de  un  personaje.» 

Santo  y  bueno  que  sea  popular  la  elección  de  los  legisladores, 
puesto  que  ellos  van  á  representar  á  la  voluntad  nacional  en  las 
cámaras;  pero  no  la  de  los  jueces,  que  son  de  muy  diferente  índole 
sus  funciones,  no  debe  buscarse  en  ellos  color  político  alguno;  nada 
importa  que  sea  liberal  rojo  ó  conservador  ultramontano,  con  tal  que 
reúna  las  cualidades  que  para  tan  importantísimo  cargo  se  requieren. 

El  artículo  54  en  su  inciso  2?  faculta  al  Poder  Legislativo  para 
fijar  cada  año  los  gastos  de  la  Administración  pública,  aprobando  ó 
reprobando  el  presupuesto  que  presenta  el  Poder  Ejecutivo  y  en  su 
artículo  "]"]  la  misma  ley  concede  al  Poder  Ejecutivo  la  facultad  de  la 
recaudación  y  administración  de  las  rentas  nacionales  y  decretar  su 
inversión  con  arreglo  á  las  leyes. 

Tenemos,  pues,  que  la  Constitución  de  la  República  priva  al 
Poder  Judicial  de  uno  de  los  principales  elementos  de  vida  é  indepen- 
dencia. 

El  Poder  Ejecutivo  le  fija  sus  gastos  y  teniendo  en  sus  manos 
ese  poderoso  elemento  que  se  llama  dinero,  no  hay  duda  que  ejerce 
influencia,  por  este  medio,  sobre  aquél.  ¿Carece  acaso  el  Departa- 
mento Judiciario,  de  aptitud  para  recaudar  y  manejar  sus  fondos?  Si 
otras  instituciones  como  las  de  Beneficencia  administran  y  recaudan 
sus  propios  fondos,  lo  mismo  que  las  Municipalidades,  ¿por  qué  ne- 
garle esta  facultad  al  Poder  Judicial?  ¿Qué  inconveniente  habría  en 
que  como  el  Ejecutivo,  presentara  cada  año  su  presupuesto  á  la 
Asamblea  Nacional? 

El  artículo  "]"]  inciso  9?  de  la  Ley  á  que  me  refiero,  dice:  «son 
atribuciones  y  deberes  del  Poder  Ejecutivo:  nombrar  á  los  jueces  de 
lí"  Instancia,  á  propuesta  en  terna  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia.» 


—  13  — 

¡Inconsecuencias  las  de  la  ley!  Después  de  establecer  en  el  ar- 
tículo 3?  la  independencia  de  los  Poderes,  trae  la  disposición  que 
acabo  de  citar.  Se  le  declara  independiente  y  al  mismo  tiempo  se  le 
esclaviza  sometiéndolo  en  todo  á  la  acción  absorbente  del  Poder  Eje- 
cutivo para  que  así  pueda  disponer  de  él  á  su  antojo.  Sentar  los  más 
hermosos  principios,  reconocer  la  existencia  de  los  más  sagrados  dere- 
chos y  en  seguida  por  medio  de  una  disposición  antitética  dejarlos  á 
merced  del  Ejecutivo.  Casi  para  todo  tiene  una  salvedad,  una  puerta 
abierta  para  dar  entrada  al  cesarismo. 

¿Pueden  los  jueces  ser  independientes  del  Poder  Ejecutivo,  cuan- 
do él  á  su  capricho  los  nombra  y  separa,  los  favorece  ó  los  castiga? 
No  son  los  jueces  empleados  administrativos,  su  misión  es  muy  ele- 
vada y  augusta  y  no  están  instituidos  para  servir  intereses  parti- 
culares. 

Otra  de  las  disposiciones  del  artículo  citado,  es  la  de  imponer  al 
Ejecutivo  la  obligación  de  velar  por  la  pronta  y  cumplida  administra- 
ción de  justicia.  O  en  otros  términos,  el  Poder  Ejecutivo  debe  fisca- 
lizar los  actos  del  Poder  Judicial. 

Realza  aquí  la  inconsecuencia  de  la  ley,  ya  que  no  solo  faculta  al 
Ejecutivo  para  nombrar  los  jueces,  sino  que  también  debe  vigilarlo. 
También  esta  disposición  es  muy  marcada  contra  la  independencia 
del  Poder  Judicial. 

Al  darle  esta  facultad  de  velar  no  se  indica  cómo  y  de  qué  ma- 
nera debe  ejercerla.  No  puede  pues  el  Ejecutivo  llevar  á  la  práctica 
esta  obligación  por  falta  de  medios:  falta  una  ley  secundaria  que  la 
reglamente. 

Tales  son  en  mi  humilde  opinión  las  principales  disposiciones  de 
nuestra  Carta  Fundamental  que  atentan  contra  la  vida  é  indepen- 
dencia del  Poder  Judicial. 

Si  algún  día  llegan  á  salvarse  estos  defectos  y  el  Poder  Judicial 
puede  con  entera  independencia  dedicarse  al  cumplimiento  de  sus 
delicadas  funciones  «firme  su  planta  sobre  las  impurezas  del  suelo, 
alzará  la  frente  hasta  bañarla  en  luz  de  lo  infinito,  y  no  pudiendo 
contra  su  conservación  y  natural  desarrollo,  la  obra  de  las  pasiones 
que  á  diario  combaten  y  remueven  los  pasajeros  organismos  políticos, 
solo  al  perfeccionamiento  de  la  humana  Justicia,  y  á  la  purificación 
del  principal  manantial  de  paz  y  engrandecimiento,  consagrará  sus 
afanes,  por  deber,  por  devoción  y  hasta  por  egoísmo.» 


PROPOSICIONES 


Filosofía  DEL  Derecho. —  Derecho    de    igualdad,    su    origen    físico, 

psicológico  y  sociológico. 
Derecho  Constitucional.  —  Dualidad  Legislativa. 
Derecho  Civil. —  La  fianza,  su  naturaleza,  extensión  y  efectos. 
Derecho  Internacionai,. —  Intervenciones. 
Derecho  Mercantil.  —  Comisionistas. 
Literatura. —  Juan  Diéguez  Olaverri. 
Filosofía  de  la  Historia.  —  Origen  del  lenguaje. 
Dereclio  Penal. —  Cualidades  de  las  penas. 
Derecho  Administrativo. —  Consejo  de  Estado. 
Procedimientos.—  Juicios  verbales. 
Economía  Política.  —  División  del  trabajo. 
Práctica  del  Notariado.  —  Escritura  matriz. 
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